Carátula 


COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


(Sesión del martes 12 de diciembre de 2017). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:45). 


—Recibimos con gusto al señor director nacional de Vivienda, arquitecto Salvador Schelotto, y 
a la asesora, arquitecta Patricia Petit, quienes fueron convocados para que nos informen sobre dos 
temas. 


En primer lugar tenemos los artículos 166 a 172, relativos a la ley de creación del Plan 
Nacional de Viviendas, que fueran desglosados del proyecto de rendición de cuentas, aunque en 
realidad no tendríamos que hablar de desglose porque estas disposiciones fueron incluidas en un 
proyecto que ya cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes. 


Como el tiempo apremia, dejamos a nuestros invitados en el uso de la palabra. 


SEÑOR SCHELOTTO.- Muchas gracias por la invitación. La señora ministra nos encomendó concurrir 
a esta sesión para, de alguna manera, tratar de explicar cuáles fueron las preocupaciones y los 
intereses que motivaron la inclusión de estas disposiciones en el proyecto de ley de rendición de 
cuentas. 


Estos artículos, que en su momento fueron desglosados en la Cámara de Representantes, 
afortunadamente... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme, pero no tendríamos que seguir hablando de «artículos 
desglosados» porque ya tienen media sanción. 


SEÑOR SCHELOTTO.- Por eso dije, precisamente, que «en su momento fueron desglosados». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero al hablar de «artículos desglosados» podría generarse un 
problema en cuanto al estado parlamentario. Estos artículos ya cuentan con media sanción y ahora el 
Senado tiene que darles la otra media sanción. Por lo tanto, hablemos de «artículos». 


SEÑOR SCHELOTTO.- En realidad, ya constituyen un proyecto de ley que fue aprobado por la 
Cámara de Representantes; estamos muy conformes con que esos artículos hayan sido recuperados 
porque el ministerio estaba interesado en introducir estas modificaciones a las regulaciones en lo que 
tiene que ver con las viviendas, particularmente con las que están siendo promocionadas dentro de 
nuestros programas del sistema público de viviendas. 


Tenemos dos grupos de artículos. El primero comprende los artículos 166 a 177 —con esa 
numeración—, que tienen que ver con ajustes y modificaciones, en general, para una mejora de las 
superficies mínimas y máximas —de acuerdo a las categorías de las viviendas— originalmente definidas 
en la Ley n.* 13.728, de creación del Plan Nacional de Viviendas, que a lo largo del tiempo sufrieron 
algunos cambios. Finalmente, en caso de aprobarse también por la Cámara de Senadores, estas 
disposiciones van a ser incluidas dentro del Tolvi —Texto Ordenado de la Ley de Vivienda—, que va 
incorporando los sucesivos ajustes y enriquecimientos de la legislación en esta materia. En este 
sentido, el objetivo es adecuar los metrajes mínimos y máximos; sobre todo nos interesan las dos 
primeras categorías, que son las que podrían ser financiadas y apoyadas por el ministerio de vivienda 
—la vivienda económica y la vivienda media—, si bien la ley del año 1968 define y categoriza cuatro 


categorías: además de la económica y la media, la confortable y la suntuaria. En estas dos primeras 
categorías hay algunos ajustes en cuanto a las áreas mínimas, que permiten mejorar la calidad de la 
vivienda y adecuarla a las condiciones y requerimientos de las familias. 


Estamos hablando de incrementos moderados de la superficie, pero de un metraje que es 
menor desde el punto de vista de la incidencia global en el costo de la vivienda. Concretamente, nos 
referimos a los metrajes que complementan las áreas básicas, que son las que tienen un costo mayor 
en cuanto a las instalaciones y todo lo que tiene que ver con el equipamiento, pero permiten una 
adecuación del número de habitantes que se pondera para estos estándares de vivienda. En 
el caso de viviendas de un dormitorio, tendría el mínimo de uno y el máximo de dos habitantes; en la 
de dos, entre tres y cinco habitantes; en la de tres, entre cuatro y ocho y, en la de cuatro dormitorios — 
que no es frecuente dentro de los programas, tanto los producidos por el sector público como por el 
cooperativismo—, de cinco habitantes en adelante. 


En cuanto al metraje, básicamente se mantiene en algunas categorías y, en otras, se 
incrementan las superficies mínimas. Si a los señores senadores les interesa, tenemos a disposición 
un cuadro comparativo que permite apreciar esta norma que hoy está distribuida en varios artículos. 
También tenemos una ilustración de cuáles son las superficies que tienen la mayor rigidez. Por 
ejemplo, un baño tiene 2,5 metros cuadrados; un dormitorio, el mínimo de 7 metros cuadrados y, un 
dormitorio de matrimonio, tiene 10 metros cuadrados. Esto significa que se está incrementando menos 
de la superficie en cada uno de estos casos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría aclarar un poco más este concepto? 


SEÑOR SCHELOTTO..- Quiero decir que se incrementa menos de la superficie de un dormitorio. En el 
caso de las viviendas económicas, de 32 a 35 metros cuadrados, un rango que va de 35 a 40 entre 
mínimo y máximo. Esto se debe a que los proyectos nunca son exactos. O sea, cuando se aprueba el 
proyecto de una cooperativa, esta resuelve de acuerdo a las características del terreno, entre otras 
cosas, el agrupamiento. Es así que, en este rango, puede tener viviendas de un dormitorio que van de 
35, 36, 37, pero no superar los 40 metros cuadrados. 


Lo mismo ocurre en una licitación. Generalmente se llama a licitación con proyecto. Las 
empresas presentan su proyecto, pero de acuerdo a las características del terreno, hay un rango de 
máximo y de mínimo en cuanto a la superficie que puede tener cada una de las unidades. 


Hemos evaluado que estas diferencias no inciden sustantivamente en el costo de las 
unidades. Es así que, en el caso de las viviendas económicas, se pasaría de 32 a 35; de 44 a 50; de 
56 a 65; y de 68 a 80 metros cuadrados. 


Actualmente el ministerio solo está apoyando, de acuerdo con lo establecido en el plan 
quinquenal 2015-2019 y en los anteriores, la primera categoría, la de vivienda económica. La Ley n.” 
18725, que es la de promoción de vivienda con exoneración de una serie de impuestos directos e 
indirectos, permite incluir dentro del régimen de promoción —dado que el Estado no está apoyando esta 
promoción desde el punto de vista financiero— tanto la vivienda económica como la vivienda media. O 
sea que el promotor, de alguna manera, elige insertarse en alguna de estas categorías. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Pero se cambian todas las categorías y no solo las que se financian; es así? 
SEÑOR SCHELOTTO..- Efectivamente, señor presidente. 


Por último, me interesa destacar que ya fue aprobado por ley —y, en particular, la normativa 
departamental de Montevideo es muy exigente en esta materia— una norma que tiene relación con la 
accesibilidad de las viviendas. Eso es algo que ha generado algunos cambios en la industria de la 
construcción, particularmente, en el caso de Montevideo, donde el 100 % de las viviendas tiene que ser 
accesible. 


Esto ha implicado algunos cambios, por ejemplo, en el ancho de los corredores y también en 
las dimensiones de los baños, lo que permite que lo utilicen aquellos usuarios que tengan algún tipo de 
dificultad motriz o de discapacidad. En definitiva, se parte del concepto —estoy hablando de la 
normativa departamental de Montevideo— de que no se cuente solo con un porcentaje de viviendas 
accesibles destinadas a habitantes con esas condiciones, sino que el 100 % de las viviendas puedan 
ser potencialmente utilizadas por estos usuarios, lo que no significa que todas tengan, por ejemplo, 


resuelto el baño con características de accesibilidad, sino que sea posible resolver ese aspecto, es 
decir que sus dimensiones permitan una solución. Esto, justamente, genera una demanda de mayor 
superficie interior de las unidades. Ese es el fundamento de estas modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el otro proyecto, que no está a estudio de esta 
comisión, aunque sí debió estarlo. De todos modos, queremos asumir la potestad de esa iniciativa, y 
más adelante veremos cómo. Estamos hablando del proyecto de régimen de funcionamiento de las 
cooperativas. Como dije, este proyecto está en otra comisión y de pronto lo pedimos como grave y 
urgente, pero en principio me gustaría que analizáramos artículo por artículo, a fin de que tengamos 
bien claro qué es lo que se cambia. 


SEÑOR SCHELOTTO.- En principio, me gustaría dar un panorama general y después pedir a la 
asesora que explique artículo por artículo. El Ministerio ha insertado dos bloques de artículos: el 
primero de ellos es relativo a las superficies mínimas, que es el que acabamos de tratar, y el otro 
refiere al régimen de las cooperativas, que tiene que ver con el hecho de que, originalmente, las 
cooperativas de vivienda tenían una serie de disposiciones que las regulaban y que estaban en la Ley 
n.* 13728, que las creó. Cuando se aprobó la ley general de cooperativas, creo que en el período 
anterior, se incluyó esa normativa y, ahora, estamos proponiendo pequeños ajustes y modificaciones 
vinculados a las cooperativas de viviendas de usuarios, que están contenidas en la ley de 
cooperativas. ¿Qué tiene que ver esto con las preocupaciones del Ministerio? Nosotros hemos 
trabajado mucho con Fucvam en lo que tiene que ver con la asignación de cupos libres en 
cooperativas. 


El cooperativismo tiene más de 50 años de experiencia en el país y el ciclo de vida de las 
familias, en algunos casos, se ha cumplido. Hay cooperativas muy antiguas, que tienen mucha calidad 
desde el punto de vista constructivo, y cuando una familia deja libre una unidad dentro de la 
cooperativa se genera una preocupación —sobre todo entre los cooperativistas federados—, en el 
sentido de que no haya una sustitución de población por familias de más altos ingresos. Es decir que 
se trata de que se mantenga el espíritu solidario original del cooperativismo, de modo que las familias 
que puedan ingresar a la cooperativa sustituyendo a las que la abandonan, pertenezcan a un grupo 
social acorde al original. De esa manera, se evita la formación de un mercado de especulación 
inmobiliaria con una suma de ingreso a la cooperativa. ¿Cómo se logra esto? El ministerio ha 
instrumentado este año un llamado para que las cooperativas presenten cupos libres, de modo que la 
cartera financie un préstamo para que las familias que ingresan lo hagan en las mismas condiciones 
que el resto de los cooperativistas. Esto quiere decir que no tendrán que disponer de una suma, de un 
ahorro, sino que lo harán a través de un préstamo otorgado por el Ministerio. 


Esta ha sido una línea experimental. Este año hicimos un primer llamado y las cooperativas 
presentaron quince unidades, lo cual fue considerado por nosotros como exitoso porque algunas de las 
cooperativas son antiguas. Vamos a tratar de repetirlo el año que viene porque, en la medida en que la 
experiencia ha funcionado, tenemos la seguridad de que se van a presentar muchas más propuestas. 


Para complementar esa iniciativa es importante establecer con claridad cómo se calculan las 
partes sociales de los cooperativistas, porque cuando un cooperativista egresa le tiene que ser 
reintegrado el capital social que integró, ya sea con trabajo, con ahorro previo o con el repago del 
préstamo hipotecario. Precisamente, a ello apuntan los artículos que estamos promoviendo y que, de 
alguna manera, clarifican o establecen con precisión cómo calcular esas partes sociales que, llegado el 
momento, se le pueden reintegrar al cooperativista que decide egresar del sistema. 


SEÑORA PETIT.- La primera modificación corresponde al artículo 123 de la Ley n.* 18407 y consiste 
en el agregado de una frase que establece: «También corresponde a las cooperativas los subsidios de 
capital y las quitas que hayan sido otorgadas por los organismos financiadores». O sea que esta 
norma establece cómo se computan las partes sociales. En tal sentido, se dice que los intereses de los 
préstamos otorgados para financiar las viviendas no se contabilizan como partes sociales de cada 
socio y tampoco se contabiliza lo que se entiende por subsidios de capital o quitas que se hayan hecho 
en el proceso de refinanciación. En el caso de las cooperativas de Fucvam, estas quitas fueron 
importantes durante el período 2008-2011. 


Entonces, cuando se dice que «corresponde a las cooperativas» significa que se quedan 
adentro de la cooperativa como unidad jurídica, sin pasar a ser propiedad del capital social de cada 
uno de los socios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso es lo que permite al ministerio financiarlos? 


SEÑORA PETIT.- En realidad, esto es una aclaración de cómo se contabilizan las partes sociales. 
Después el ministerio lo que hace es otorgar préstamos a la cooperativa en un monto igual al de las 
partes sociales del socio que se tiene que ir. Aclaremos que a ese socio que se tiene que ir hay que 
pagarle las partes sociales y la cooperativa en general no tiene ese dinero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el Estado le presta. 


SEÑORA PETIT.- El Estado le presta y cuando el socio se va la cooperativa le devuelve esa plata y 
queda una vivienda vacía. A esa vivienda ingresará una familia que, en general, aportará el 15 % del 
valor y pagará ese préstamo que el ministerio le otorgó a la cooperativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasa al cooperativista. 
(Dialogados). 
SEÑORA PETIT.- Exacto. 


Las federaciones establecían que, llegado el momento de devolver el capital social a un 
socio que se iba, si el socio no estaba conforme y terminaba en un juicio, había diferentes 
interpretaciones por parte de los jueces: unos laudaban para un lado y otros para el otro porque el 
marco legal no era claro. Así fue como, en conjunto con las federaciones, se trató de aclarar ese tipo 
de situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quién determina el valor de esa vivienda? 


SEÑORA PETIT.- No importa el valor de la vivienda, sino las partes sociales del socio. Al no ser 
propietario de la vivienda, las cooperativas de usuarios no pagan un valor de mercado de la vivienda, 
sino las partes sociales, las que están relacionadas con el préstamo que, en su momento, fue otorgado 
a la cooperativa. Este ha sido variable a lo largo del tiempo, no así en unidades reajustables, porque si 
uno observa los valores de las unidades reajustables por vivienda, ellos se han mantenido en un rango 
razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene una relación con el mercado, pero no es directa. 


SEÑORA PETIT.- Exacto. En realidad, es como un mercado interno del cooperativismo de bienes de 
usuarios, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR SCHELOTTO.- No afecta a las cooperativas de propietarios, donde la venta es libre. 


SEÑORA PETIT.- El artículo 138 lo único que modifica es cuando el retiro del socio no se considera 
justificado. El artículo anterior establecía entre un 25 % y un 50 % de las partes sociales para retener, y 
ahora se determina solo en el 25 % porque había mucha discrecionalidad en ese margen y, a veces, 
las cooperativas utilizaban diferentes porcentajes sin justificación. 


El artículo 139 de nuestra propuesta lo único que hace es eliminar los aportes 
extraordinarios. El original dice: «Las partes sociales se integrarán con los aportes en trabajo (ayuda 
mutua o autoconstrucción) o el ahorro previo, según la modalidad adoptada, el aporte inicial, aportes 
extraordinarios». En nuestra propuesta sacamos «aportes extraordinarios» porque este concepto es 
sumamente ambiguo y las familias decían que habían puesto tanta plata o que habían dejado de poner, 
etcétera. 


El artículo 142 de la propuesta es el que más cambia con respecto al anterior, que dice: «Los 
socios aportarán, mensualmente, las cuotas correspondientes a la amortización de la vivienda, cuyo 
monto se reajustará en unidades reajustables y el estatuto o el reglamento podrán resolver la 
consideración de la integración o no, a la parte social de cada socio, de los intereses del préstamo 
hipotecario, debiéndose, en forma preceptiva, capitalizar lo abonado por concepto de amortización, 
destinado a pago de capital». En cambio, la propuesta dice que en caso de que la cooperativa 
mantenga deudas por concepto de préstamos para la constitución de sus fines durante el plazo de su 
amortización, los socios aportarán mensualmente las cuotas correspondientes a la amortización de la 
vivienda, actualizadas en la moneda del préstamo debiéndose, en forma preceptiva, capitalizar a cada 


socio lo abonado por concepto de amortización destinado a pago de capital, y después continúa igual 
la redacción. Lo que se está diciendo sintéticamente es que los intereses del préstamo no constituyen 
capital social de los socios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando una vivienda está libre, si el Estado le dio el préstamo, ¿quién paga 
mientras no se le otorga a otra familia? 


SEÑORA PETIT.- La cooperativa. 


SEÑOR SCHELOTTO.- Suponiendo que todavía esté amortizando porque, incluso, pude haber 
terminado de amortizar. 


SEÑORA PETIT.- En realidad, a lo que se refiere es que de cada cuota que un socio paga, parte de 
esa cuota es para el pago de intereses del préstamo y otra parte es para el pago del capital. Lo que 
dice el artículo es que los intereses del préstamo no se contabilizan para el capital social de cada 
socio, solo se contabiliza el pago del capital. 


El artículo 144 no tiene exactamente que ver con el capital social, pero aprovechamos a 
citarlo porque habla de las reparaciones de las cooperativas y de las exoneraciones. El artículo original 
dice: «Serán de cargo de la cooperativa todas aquellas reparaciones que derivan del uso normal de la 
vivienda y no se producen por culpa del usuario, en los cinco primeros años luego de la adjudicación y 
posteriormente, si tuviese los fondos creados a tal efecto, por sus órganos sociales». Nosotros 
eliminamos lo de los cinco primeros años, porque entendemos que el mantenimiento de la vivienda es 
una cosa que se produce a lo largo de toda la vida útil de la vivienda y no tiene mucho sentido porque, 
justamente, durante los primeros cinco años es, probablemente, donde haya menos necesidad de 
hacer reparaciones. El inciso segundo queda igual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del arquitecto Schelotto y de su asesora, arquitecta 
Patricia Petit, y la información que nos han brindado. 


(Se retiran de Sala el señor director nacional de Vivienda, arquitecto Salvador Schelotto, y la asesora, 
arquitecta Patricia Petit). 


Si los señores senadores están de acuerdo podemos empezar por la Carpeta n.* 953 de 
2017, que es un proyecto de ley relativo al Plan Nacional de Viviendas, por el que se modifican varios 
artículos. 


Propongo que se voten todos los artículos en bloque. 
Sino se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El miembro informante es el señor senador Carrera, tal como ya fue designado. 


Vamos a pedir a la secretaría que incluya este proyecto de ley para tratarlo en la sesión de 
mañana del Senado. 


Tenemos la Carpeta n.* 940 / 2017 —que no pertenece a esta comisión— y comunico a los 
señores senadores que le di a secretaría una moción para presentar esta iniciativa como urgente. Si 
votan el trámite y los señores senadores están de acuerdo puedo informar el proyecto de ley. 


(Apoyados). 


Vamos a solicitar a la secretaría que confeccione un comparativo con las modificaciones o 
los cambios en negrita. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17:12). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


